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Medellín, siete (7) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por el apoderado de la parte demandante contra el auto fechado el 12 de 

agosto de 2021, a través del cual el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de 

Ejecución de Medellín, declaró terminado el proceso por desistimiento tácito. 

 

ANTECEDENTES 

Por auto fechado el 12 de agosto de 2021, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito 

de Ejecución, previa trascripción del numeral 2º del artículo 317 del C.G.P., 

resaltando el literal b, expresó que en proceso de la referencia se cumplen 

cada una de las exigencias de la norma en cita al haber transcurrido más de 

dos (2) años desde el auto que dispuso seguir adelante la ejecución, sin 

actividad procesal de ninguna clase, razón por la cual declaró terminado el 

proceso por desistimiento tácito. 

 

LA IMPUGNACIÓN 



Contra tal decisión, el señor apoderado de la parte actora interpuso los 

recursos de reposición y, en subsidio, apelación, aduciendo, básicamente, que 

habiéndose proferido sentencia el 7 de abril de 2011, que actualmente se 

encuentra en fase de ejecución, se entiende que hay un derecho cierto sobre 

obligación expresa, clara y exigible, que sería desconocido si en el trámite de 

su ejecución se declara terminado el proceso. Y, como argumento de 

autoridad, trae a colación auto emitido en ocasión pretérita por uno de los 

magistrados integrantes de la sala civil de este tribunal, en cuyo criterio la 

aplicación de la norma sería violatoria de la constitución porque implicaría 

desconocer los principios de acceso a la administración de justicia y debido 

proceso. 

 

El recurso horizontal fue despacho de manera adversa por auto de 15 de 

diciembre de 2021, para lo cual partió la señora juez a-quo de rememorar 

cómo regulaba el tema el artículo 346 del C. de P.C., para advertir 

seguidamente que el C.G.P. hizo sustanciales modificaciones a la figura del 

desistimiento tácito, ampliando significativamente su alcance, al punto que 

concibió el solo transcurso de tiempo como motivo suficiente para su 

configuración, incluso en procesos con sentencia, si bien estableció para estos 

un término mayor al requerido en procesos en que no se ha emitido tal 

providencia. 

 

Trajo la funcionaria a colación, en ese específico punto, la exposición de 

motivos del proyecto de ley del Código General del Proceso, donde se advierte 

su finalidad de erradicar de los anaqueles judiciales aquellos procesos 

carentes de impulso procesal o abandonados, por atentar contra la eficacia 

de la administración de justicia, y contribuir a la congestión de los despachos 

judiciales. 

 

Luego de citar el numeral 2º literal b del artículo 317 C.G.P. y traer a colación 

lo dicho al respecto en la sentencia C-531 de 2013, afirmó que la claridad de 

la norma es indiscutible al extender la figura a los procesos con sentencia u 

orden de seguir adelante la ejecución, lo que no atenta contra la Carta Política, 

como lo concluye la Corte Constitucional en el aparte jurisprudencial citado. 



 

Finalmente, recordó que la última actuación en este proceso data del 22 de 

enero de 2018, siendo evidente la inactividad prolongada que dio lugar al 

desistimiento tácito declarado, por lo que mantuvo tal proveído, a la vez que 

concedió el recurso de apelación interpuesto en subsidio, para cuya resolución 

se hacen las siguientes breves, pero suficientes 

 

CONSIDERACIONES 

Dispone el art. 322 del C.G.P. en su numeral 3o que cuando se apele un auto, 

el apelante, en el acto mismo de interposición del recurso en la audiencia – si 

hubiere sido proferida en ella- o dentro de los tres (3) días siguientes a su 

notificación, “deberá sustentar el recurso.” Agrega el inciso cuarto de dicho 

numeral que “Si el apelante de un auto no sustenta el recurso en debida 

forma y de manera oportuna, el juez de primera instancia lo declarará 

desierto…”. 

 

Ahora, sustentar el recurso en debida forma implica refutar los argumentos 

en que se apoya la decisión de que se trate, embestir lo que constituye la 

base de la decisión, pues solo así podría esperarse que el superior la reforme 

o revoque, como lo expresa art. 320 inc. 1º del citado estatuto: “El recurso 

de apelación tiene por objeto que el superior examine la cuestión decidida, 

únicamente en relación con los reparos concretos formulados por el 

apelante, para que el superior revoque o reforme la decisión…” 

 

Significa lo anterior que esos reparos tienen que apuntar a los argumentos 

centrales, los que constituyen el soporte de la decisión, pues de otra manera, 

y en razón de la limitante que a la competencia del juzgador ad-quem impone 

el Código General del Proceso, este no puede abordar oficiosamente aspectos 

no reparados por el apelante, salvo que se trate de asuntos sobre los cuales 

deba el superior pronunciarse oficiosamente (art. 328 C.G.P.). 

 

Sobre el alcance de la sustentación ha dicho la Corte, aún en la vigencia del 

C. de P.C.: 

 



4.4.1. Recurrir y sustentar por vía de apelación no significa hacer 

formulaciones genéricas o panorámicas1, más bien supone: 

1. Explicar clara y coherentemente las causas por las cuales debe corregirse 

una providencia. Es sustentar y manifestar las razones fácticas, probatorias y 

jurídicas de discrepancia con la decisión impugnada. 

2. Demostrar los desaciertos de la decisión para examinarla, y por tanto, el 

apelante debe formular los cargos concretos, y cuestionar las razones de la 

decisión o de los segmentos específicos que deben enmendarse, porque 

aquello que no sea objeto del recurso, no puede ser materia de decisión, salvo 

las autorizaciones legales necesarias y forzosas (art. 357 del C. de P. C., y 

328 del C. G. del P.). 

(…) 

5. Es hacer explícitos los argumentos de disentimiento y de confutación, 

denunciando las equivocaciones, porque son éstos, y no otros, los aspectos 

que delimitan la competencia y fijan el marco del examen y del 

pronunciamiento de la cuestión debatida (SC10223-2014 de fecha 1 de 

agosto de 2014, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona). 

 

Pues bien, como se advierte de la sola vista del escrito introductorio de la 

impugnación, no ataca el recurrente los argumentos esgrimidos por la señora 

juez en su auto del 12 de agosto de 2021  para declarar terminado el proceso 

por desistimiento tácito, argumentos que, a partir de la trascripción de la parte 

pertinente de la norma, no fueron más allá de afirmar que en el sub examine 

se cumplen todas y cada una de las exigencias previstas en su numeral 2º por 

el artículo 317 del C.G.P. “porque tratándose de un proceso en el que se 

ordenó seguir adelante la ejecución, ha transcurrido un término superior a 

dos (2) años, contados en la forma estipulada en la norma en cita, sin 

actividad procesal de ninguna clase, …”. Y es que, sin rebatir lo afirmado por 

la funcionaria sino en cambio aseverando que ello “es correcto bajo una 

mirada exegética de la norma”, se limita a reafirmar que en este proceso se 

dictó sentencia el 7 de abril de 2011, encontrándose ahora en fase de 

ejecución, por lo que se entiende que hay un derecho cierto que sería 

desconocido por la decisión atacada, en apoyo de lo cual cita criterio que 

                                                             
1 Corte Constitucional de la República de Colombia. Sentencias C-365 de 18 de agosto de 1994; C-
165 de 17 de marzo de 1999, expediente D-2188. 



afirma sostenido en auto proferido por un magistrado de la sala civil de este 

tribunal. 

 

No obstante que lo visto resulta suficiente para que la decisión no pueda ser 

revocada o reformada, conviene acotar en cuanto al criterio expuesto por otro 

magistrado de la sala en el auto que se cita por el recurrente, que otro es el 

discernimiento que la suscrita magistrada hace del precepto aludido, guiada 

por el artículo 27 del Código Civil a cuyo tenor “Cuando el sentido de la ley 

sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su 

espíritu”, pero en cambio sí para interpretar una expresión oscura de la ley 

“recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestado en ella misma o en 

la historia fidedigna de su establecimiento”, disposición que ha de concordarse 

con el artículo 30 ib. conforme al cual “El contexto de la ley servirá para ilustrar 

el sentido de cada una de sus partes, de manera que haya entre todas ellas 

la debida correspondencia y armonía” 

 

Pues bien, dispone, en lo pertinente el artículo 317 del CGP: “El desistimiento 

tácito se aplicará en los siguientes eventos: (…) 2. Cuando un proceso o 

actuación de cualquier naturaleza, en cualquiera de sus etapas, permanezca 

inactivo en la secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza ninguna 

actuación durante el plazo de un (1) año en primera o única instancia, 

contados desde el día siguiente a la última notificación o desde la última 

diligencia o actuación, a petición de parte o de oficio, se decretará la 

terminación por desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento previo. 

En este evento no habrá condena en costas "o perjuicios" a cargo de las 

partes.”. A renglón seguido, establece: “El desistimiento tácito se regirá por 

las siguientes reglas: (…) b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada 

a favor del demandante o auto que ordena seguir adelante la ejecución, el 

plazo previsto en este numeral será de dos (2) años…” 

 

Para esta funcionaria, como lo fue para la a-quo, la claridad del precepto es 

manifiesta, nos habla de un proceso o actuación, de cualquier naturaleza y 

EN CUALQUIERA DE SUS ETAPAS y, para que no quede duda establece en su 

literal b que, si ese proceso cuenta ya con sentencia ejecutoriada favorable al 

demandante o auto de seguir adelante la ejecución, se exige que la inactividad 



se haya prolongado por dos años. Pero si esa literalidad ofreciera dudas sobre 

el sentido de la ley, no puede pasarse por alto el contexto en el cual fue 

expedida extendiendo la previsión del artículo 346 del C. de P.C., que 

conforme a la exposición de motivos del proyecto de ley del Código General 

del Proceso, muy oportunamente citada por la juzgadora de primer grado al 

resolver el recurso de reposición, y que en aras de la brevedad no 

repetiremos, no fue otro que la necesidad de retirar de los anaqueles judiciales 

los procesos o actuaciones que permanecen en larga inactividad, 

arremetiendo contra la eficacia de la administración de justicia y 

congestionando los despachos judiciales. 

 

Por demás, conforme a lo resaltado de la sentencia C-531 de 2013, también 

citada por la a-quo al negar la reposición pedida, no resulta cierto que el auto 

atacado implique per se desconocimiento de un derecho cierto, pues 

conforme a lo previsto en su literal f por el citado artículo 317, el primer 

decreto de desistimiento no impide que se presente nuevamente la demanda 

transcurridos seis meses, si bien pueden verse eventualmente afectadas las 

consecuencias logradas con “la presentación y notificación de la demanda que 

dio origen al proceso o a la actuación cuya terminación se decreta”. 

 

Por lo expuesto, la suscrita magistrada, 

 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicadas. 

SEGUNDO: Devuélvanse las piezas digitales al juzgado de origen. 

 

NOTIFIQUESE 

 

 

PIEDAD CECILIA VELEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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